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Aprobado según Acta No.

ASUNTO A DECIDIR

Se pronuncia la Sala sobre el recurso de APELACIÓN interpuesto por el defensor de confianza del doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, en su calidad de Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira – Risaralda, contra la sentencia proferida el 8 de septiembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda
, mediante la cual resolvió declarar responsable disciplinariamente al prenombrado funcionario  por la falta descrita en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 31 y 64 del Código de Procedimiento Penal, atribuida a titulo de culpa - grave,  y como consecuencia de ello sancionarlo con SUSPENSIÓN del cargo por el término de DOS (2) MESES. 

DE LA CONDUCTA INVESTIGADA

Dio génesis a la presente investigación, el escrito anónimo remitido a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, donde se informaba que por intermedio de una tercera persona se le entregó al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa Capital (Pereira) que conocía del cumplimiento de la condena impuesta al señor Carlos Enrique Navarro Palacio, cuarenta millones de pesos ($40.000.000) para que le otorgara a éste la libertad cuando apenas llevaba cumplidos cuatro (4) años de prisión de una pena de más de veintitrés años. Dinero que supuestamente habría cancelado la hermana del condenado, señora Gloria Navarro y gracias a lo cual el señor Carlos Enrique Navarro Palacio recobró su libertad. 
ANTECEDENTES PROCESALES

1.- Mediante auto del 1º de julio de 2008, el A quo avocó conocimiento, disponiendo adelantar indagación preliminar en contra del Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
2.- Con Proveído del 28 de enero de 2009, se ordenó abrir investigación disciplinaria en contra del doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO como Juez de Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, providencia que fue notificada personalmente al disciplinado el 3 de febrero de 2009
.

3.- En providencia del 1º de junio de 2009, se formuló pliego de cargos al doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO como Juez  Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira - Risaralda, por “incurrir presuntamente de manera culposa  y grave, en quebranto al deber consagrado en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 196 de la Ley 734 de 2002 y 31 y 64 del Código Penal, en los términos especificados en la parte motiva”; habida consideración que el funcionario disciplinado “ordenó la libertad condicional del condenado CARLOS ENRIQUE NAVARRO PALACIO a través de auto fechado el 16 de mayo de 2008, toda vez que redosificó la pena en aplicación al principio de favorabilidad y reconoció redención por trabajo, otorgando la libertad condicional sin cumplirse las exigencias del artículo 64 del Código Penal.
En efecto, el trabajo de redosificación realizado por el mencionado funcionario en los términos apreciables en la decisión materia de censura, contraría totalmente lo que se evidencia del fallo condenatorio proferido por el Juzgado 5º Penal del Circuito de la ciudad contra NAVARRO PALACIO, tal como se infiere de ese trascendental documento, toda vez que no es cierto que los hechos hayan ocurrido antes de la vigencia de la Ley 599 de 2000, ni que la sentencia se haya emitido el 14 de diciembre de 2000, sin que tampoco coinciden la cantidad de la pena y el número de conductas delictivas por las cuales se impuso la misma”.
Se consideró además que, “el doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO tuvo como documentos para decidir en los términos anotados los que habían sido objeto de falsedad, esto es, las sentencias de primera y segunda instancias, el auto de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y la ficha técnica de radicación de procesos”. Sin embargo, se le reprochó el no haber actuado con diligencia porque ante las varias inconsistencias de los fallos espurios, debió haber solicitado el cuaderno original para resolver la solicitud de libertad o por lo menos, haber solicitado al Juzgado de Conocimiento aclaración mediante oficio, sobre la información  allí contenida.
Bajo los anteriores derroteros, consideró el Seccional de Instancia que el funcionario aquí investigado fue descuidado y negligente para cuando resolvió la libertad condicional del condenado Carlos Enrique Navarro Palacio, a quien le otorgó la misma aún cuando no tenía derecho
. 
4.- Mediante auto del 2 de julio de 2009, se pronuncia el despacho sobre las pruebas solicitadas por el defensor del disciplinado; auto que fue recurrido en alzada por la negativa de algunas de ellas pero confirmado por esta Superioridad mediante proveído del 17 de marzo de 2010. De esta manera el 6 de julio de 2010 se corrió el traslado a los sujetos procesales para alegar de conclusión. 

5.- Dentro del respectivo término de traslado, el Representante del Ministerio Público emitió concepto solicitando sentencia sancionatoria en contra del Juez disciplinado;  entre tanto que, la defensa alegó de conclusión solicitando la absolución del inculpado. 

MATERIAL PROBATORIO

1.- Documentación que acredita la condición de funcionario judicial del doctor  GENARO HERNÁNDEZ CANO como Juez de Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en provisionalidad, entre el 16 de agosto de 2007 y el 15 de julio de 2008.
2.- Inspección Judicial practicada al proceso penal 2006-5540, existentes  en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con la cual se obtuvieron copias de los documentos (providencias de primera instancia, segunda instancia y auto de la Corte) con base en las cuales se resolvió la petición de libertad condicional del condenado Carlos Enrique Navarro Palacio, así como también copia de la ficha técnica y de la misma providencia precitada de fecha 16 de mayo de 2008, mediante la cual se otorgó el beneficio peticionado. 
3.- Declaración de la señora GLORIA NAVARRO PALACIO. 

4.- Copias autenticas del informe de captura y de la boleta de detención de Carlos Enrique Navarro Palacio, allegadas por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira. 

5.- Fotocopia de la reseña correspondiente al sentenciado Navarro Palacio, donde se advierte la fecha en que ingresó éste a la Cárcel de la mencionada capital.

6.- Diligencia de inspección judicial al proceso radicado en el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira No. 2004-0028, con la cual se obtuvo entre otras, copia fidedigna de la sentencia proferida por ese Juzgado en primera instancia, de la sentencia de segundo grado proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira y del auto de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia mediante el cual inadmitió la casación
. 

7.- El 27 de mayo de 2010 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, remitió las redenciones de pena concedidas a JOSÉ ARNULFO SÁNCHEZ.

8.- Copia de la ficha técnica del condenado Navarro Palacio que reposaba en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
. 
9.- Declaraciones de Juan Carlos González Ramírez y Juan Manuel González López
. 

10.- Certificación expedida por el Director de la Cárcel de Pereira, sobre el tiempo de trabajo correspondiente al año 2004 y 2005 respecto del sentenciado Carlos Enrique Navarro Palacio.
11.- Hasta el 25 de febrero de 2009, la captura del señor Carlos Enrique Palacio había sido infructuosa, según lo informó el nuevo titular del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
12.- La Juez 5ª Penal del Circuito de la misma ciudad, informó que no existe constancia de quien fue la persona de la Secretaría que se encargo del envió a reparto del proceso en el cual fue condenado Carlos Enrique Navarro Palacio.
13.- El coordinador de Sistemas de la Dirección Seccional de Administración Judicial, informó que una vez revisada la base de datos no se encontró registro correspondiente a Carlos Enrique Navarro Palacio. 
14.- Copia de la estadística rendida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad, entre abril  de 2007  y mayo de 2008. 
15.- Declaración rendida por el doctor CARLOS MARIO CASTRILLON CARDONA –Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, donde aclaró e informó como se surte un trámite de petición de libertad condicional normalmente y como es el procedimiento cuando existen inconsistencias o dudas respecto de las fechas, especialmente desde cuando se encuentra detenido el condenado. 
16.- Testimonio del ingeniero de Sistemas JHON FREDY CASTRILLON RIVERA, quien labora en la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, el cual indicó el procedimiento de ingreso de un proceso al sistema de reparto y la elaboración de la ficha técnica. 
17.- Diligencia de inspección judicial al libro radicador numero 17 del Juzgado Segundo de ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
.
18.- Diligencia de inspección judicial al libro radicador número 1 del año 2007, perteneciente al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la misma ciudad.
19.- Copia de las calificaciones de servicio del doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, en su calidad de Juez de la República allegadas el 13 de julio de 2009, por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
20.- Oficio del 22 de julio de 2009, allegado por el Coordinador de Sistemas de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, donde informa que revisada la base de datos se pudo concluir que el proceso penal perteneciente al señor Carlos Enrique Navarro Palacio nunca fue radicado en la Base de datos de los procesos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
. 
21.- Copia autentica de la sesión ordinaria de decisión y deliberación de la Sala Administrativa de fecha 5 de octubre de 2004, en la cual se aprobó el proyecto de Acuerdo por medio del cual se reglamenta el uso de la ficha técnica y copia de la sentencia para los Juzgados de Conocimiento que remitan procesos a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Acuerdo No. 2622 de 2004)
.
22.- Diligencia de declaración rendida por JOSÉ MAURICIO ESCALANTE ARIAS
 (para entonces auxiliar Judicial del Centro de Servicios Administrativo de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad), quien informó sobre el procedimiento de radicación de procesos que llegan a esa dependencia y confirmó que en el caso particular del proceso penal contra Carlos Enrique Navarro Palacio, éste nunca existió dentro de la base de datos siglo XXI
. 
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El 8 de septiembre de 2010 la Sala A Quo resolvió declarar al doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO en su condición de Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, disciplinariamente responsable por haber incumplido el  deber consagrado en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 al inobservar lo dispuesto en los artículos 31 y 64 del Código Penal (Ley 599 de 2000), sosteniendo la calificación de la falta como grave culposa, razón por la cual al dosificar la sanción impuso al prenombrado, suspensión del cargo por el término de dos (2) meses. 

Decisión a la que arribó tras considerar básicamente que no puede afirmarse que el doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO al conceder la libertad condicional censurada lo hizo en cumplimiento de sus funciones, cuando como ha quedado visto, lo hizo omitiendo el deber objetivo de cuidado que le era exigible dada su condición de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, en la medida que no se detuvo a examinar con diligencia los documentos con los que contaba para que se percatara de las trascendentales inconsistencias que emergían de los mismos.

Resaltó la necesidad de que el funcionario inculpado verificara la fecha de la captura, dada la clase de decisión que le correspondía proferir, para así evitar la impunidad y en el caso concreto ordenar la libertad de una persona condenada por dos delitos de homicidio y uno contra la seguridad pública (porte ilegal de armas) “ y la cual no tenía derecho a la aplicación del principio de favorabilidad pues los hechos sucedieron en vigencia de la Ley 599 de 2000 (como consecuencia el condenado no reunía los requisitos del artículo 64 del Código Penal, teniéndose en cuenta la fecha de la privación de la libertad (24 de septiembre de 2003), dejándose igualmente por fuera de dicha providencia la condena por el concurso de dos homicidios, desconociendo también la preceptiva contenida en el artículo 31 del código Penal, diligencia que le era exigible dada la condición de Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que ostentaba para el momento en que profirió la decisión reprochada en la investigación”. 
   DEL RECURSO DE APELACIÓN

El doctor CESAR AUGUSTO LÓPEZ LONDOÑO, apoderado de confianza del disciplinado, en un extenso escrito
 atacó la sentencia de primera instancia, argumentando en primer lugar, que su prohijado sí actuó en ejercicio de sus funciones porque para la época en que profirió la decisión cuestionada, se encontraba desempeñándose como Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y que si se reprochó al mismo no haber actuado en ejercicio de sus funciones, no podía predicarse entonces que había omitido el deber objetivo de cuidado, luego en contra de su defendido no podía haberse iniciado proceso disciplinario. 
En segundo lugar, manifestó no estar de acuerdo con la teoría del Seccional de Instancia respecto de que “el cumplimiento de los deberes funcionales corresponde acatarlo a los funcionarios judiciales con independencia de que terceros incurran en conductas delictivas”, porque entonces sería tanto como desconocer la causal de exculpación de insuperable coacción ajena prevista en la legislación. 
En tercer lugar, aseguró que contrario a lo afirmado en el fallo de primera instancia, las inconsistencias (falsedades de los documentos con los cuales se resolvió la petición de libertad condicional), no eran tan notorias o de tal magnitud para que el funcionario disciplinado las hubiere apreciado, porque si hubiere sido así, no entiende entonces porqué el Juez disciplinario de primera instancia no las observó cuando realizó la primera inspección judicial, al proceso que obrara en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, pues en el acta respectiva no se dejó constancia alguna de ello; dedicándose así el recurrente de manera amplía y reiterada a la actuación de Magistrado de primera instancia durante la investigación. 
Llama la atención diciendo que si es que ahora existe “una nueva responsabilidad de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, a la hora de adoptar sus decisiones, presumir que los expedientes de los procesos del Despacho a su cargo, se encuentran plagados de documentos falsificados?”. 
Reiteró que el proceder del doctor HERNÁNDEZ CANO fue conforme a derecho o, si quiere, estuvo justificado, porque actuó en legítimo ejercicio de un cargo público como Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y en ejercicio de sus funciones. 

Argumenta que la providencia mediante la cual su prohijado redosificó la pena y resolvió la solicitud de medida provisional a favor del condenado Navarro Palacio, realmente fue manifiestamente contraria a la ley pero fue con base en datos y documentación falsa, empero su cliente fue víctima al haber sido inducido en error  y por ello considera que éste no puede ser responsable pues su conducta es atípica o está justificada. 
Señala que si bien había una inconsistencia en el apartado de la calificación jurídica de la sentencia falsa, porque allí se consignaba que “el merito sumarial fue calificado por la Fiscalía Treinta y Cuatro Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de esta ciudad, el 23 de enero de  este año” (haciéndose referencia al año 2000) y aun así se encuadraban los delitos de homicidio y porte ilegal de armas de fuego de defensa personal en los artículos 103 y 365 de la Ley 599 de 2000, no vigente para esa época; lo cierto es que el Juez disciplinado lo que debía tener en cuenta para resolver la solicitud de redosificación de la pena y libertad condicional era el acápite de “PENA A  IMPONER” donde se advertía por la pena impuesta que los hechos habían ocurrido en vigencia del Código Penal de 1980; más no, el de “CALIFIACIÓN JURÍDICA”,  que como vimos era donde se podía apreciar una de las inconsistencias a que hizo alusión el A quo.

En cuanto a la inconsistencia de la sentencia espuria valorada, respecto de la tasación de perjuicios, aseveró que como la petición de libertad debía despacharse de acuerdo con el original artículo 64 del Código Penal del 2000 y bajo el imperio de esa primigenia disposición el tema de la indemnización de perjuicios no tenía la trascendencia que adquirió a partir de la entrada en vigencia del artículo 5º de la Ley 980, que subrogó el aludido artículo 64, el tema de la condena de perjuicios no era algo que mereciera especial estudio por parte del Juez que resolvía la solicitud libertad condicional. 
Respecto de la falta de verificación de la fecha de la captura que adujó el Seccional de Primera Instancia el juez disciplinado, refirió la defensa que “aunque en la boleta de  detención librada el 24 de enero de 2006 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se habían consignado las fechas correctas de los hechos y de la sentencia de primera instancia, lo mismo que la verdadera pena impuesta al señor CARLOS ENRIQUE NAVARRO PALACIO (fl. 60), ese no era el documento que debía analizar el Dr GENARO HERNÁNDEZ CANO para resolver la petición de redosificiación de pena por aplicación del principio de favorabilidad y libertad condicional formulada por el prenombrado condenado: Era la “Ficha Técnica para radicación de procesos” , como en efecto lo hizo pues en ese documento estaban consignadas otras fechas de los hechos, de las sentencias de  primera y segunda instancia y de la privación de la libertad.

Conforme lo anterior, el recurrente explicó que no eran de fácil advertencia las inconsistencias advertidas en los documentos falsificados y con base en los cuales su defendido adoptó la decisión que se le reprocha, por tanto en su concepto resulta absolutamente imposible aseverar que cualquier funcionario con el despliegue de diligencia común podía haberlas apreciado y contario sensu, asegura que el aquí disciplinado cayó  en un error completamente excusable, inevitable e invencible; y de esta manera solicita se revoque la sentencia apelada para que en su lugar se absuelva al implicado o en su defecto se disminuya la sanción impuesta y se imponga la mínima conforme el artículo 46 del C.D.U.  
TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

Allegadas las diligencias a esta Corporación por auto del 18 de  noviembre de 2010, quien hoy funge como Ponente avocó el conocimiento de las presentes diligencias ordenando allegar  certificado de antecedentes disciplinarios actualizados del aquí inculpado y dar cumplimiento al contenido del artículo 90 de la Ley 734 de 2002 para los fines pertinentes. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- De la Competencia.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y dirimir este recurso de apelación de conformidad con el mandato consagrado en el artículo 256 numeral 3 de la Constitución Política, en concordancia del artículo 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, y en armonía con el artículo 194 de la Ley 734 de 2002.

No  observando causal de nulidad alguna que afecte el trámite de este proceso, procede esta Sala a decidir si confirma, modifica o revoca la sentencia de primera instancia proferida dentro del asunto que nos ocupa.
2.- Del Caso en Concreto.

La investigación disciplinaria iniciada en virtud del escrito anónimo, se circunscribe al hecho de que el doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, en su condición de Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira – Risaralda, con base en documentación falsa y mediante auto del 16 de mayo de 2008, redosificó la pena al tiempo que concedió la libertad condicional al condenado CARLOS ENRIQUE NAVARRO PALACIO, persona que para entonces aún no tenía derecho a dicho subrogado penal. 
3. Problema Jurídico.

El problema Jurídico en esta oportunidad, será determinar si el doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, en su condición de Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, es responsable o no, disciplinariamente, por haber redosificado la pena y otorgado un beneficio de libertad condicional a una persona que realmente no tenía derecho a ello,  con base en una documentación falsa que se hallaba en el expediente respectivo. 

4.- Solución del Caso en Estudio

Dígase en primer lugar y a efectos de introducción para resolver el interrogante planteado en esta oportunidad por la Sala, que a voces del artículo 230 de nuestra Carta Magna, los jueces de la República están llamados a cumplir y a hacer cumplir la ley, entiéndase por ley, primeramente, la Constitución Política de Colombia, de la cual se desprenden las demás normas creadas por el legislador para la resolución de los conflictos que se susciten entre los particulares o entre éstos y el Estado, con el propósito fundamental de administrar justicia a través de sus providencias judiciales, las que siempre deben estar precedidas por los principios básicos de imparcialidad e independencia.  
Siendo así las cosas, concluimos que resulta apenas lógico que  la inobservancia de las normas legales y el desbordamiento de la competencia atribuida por parte de un Juez de la República, pueda ser una causa suficiente para hacerle un juicio de reproche e imponer una sanción disciplinaria, y en el caso particular, de probarse que efectivamente y sin una válida justificación el funcionario en cuestión redosificó la pena impuesta al condenado CARLOS ENRIQUE NAVARRO PALACIO y a la vez haberle otorgado el beneficio de la libertad condicional, cuando éste aún no tenía derecho, sin lugar a dudas, lo dejaría inmerso en una falta disciplinaria; hipótesis a partir de la cual entraremos a hacer el análisis respectivo de la conducta del disciplinado para terminar de resolver el cuestionamiento planteado, veamos: 

Se tiene probado en grado de certeza que, el doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, en su condición de Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
, fue a quien le correspondió conocer de la petición de libertad propuesta por el condenado NAVARRO PALACIO dentro del proceso penal allí radicado bajo el No. 5540-06; y en razón a ello, mediante auto interlocutorio proferido el 16 de mayo de 2008
 resolvió redosificar la supuesta pena de 25 años y 2 meses de prisión por una de 13 años y 2 meses, al tiempo que, concedió la libertad condicional al condenado por un periodo de 62 meses y 6 días de prueba
.
Igualmente, se tiene que la decisión anterior fue fundada en que los hechos relevantes: i) que los fundamentos fácticos de la conducta punible investigada habían tenido ocurrencia el 24 de septiembre del año 1999, con vigencia del Decreto 100 de 1980; ii) que al señor Carlos Enrique Navarro Palacio se le había condenado por la comisión del delito de homicidio en concurso material heterogéneo con el de porte ilegal de armas de fuego; iii) que el detenido había sido condenado a la pena de prisión de 25 años y 2 meses y, vi) que el condenado señor Navarro Palacio se encontraba capturado desde el 24 de septiembre de 2002.
En similares condiciones se encuentra establecido que los datos anteriormente consignados en la providencia tachada de ilegal, fueron allí introducidos directamente por el hoy funcionario disciplinado, quien según prueba testimonial
 y con el dicho del mismo investigado
, confirma que fue él quien estudió el asunto y elaboró el proyecto de decisión que resolvió la petición aludida del condenado, con base especialmente en las copias que reposaban en su Despacho para la época de los hechos (mayo de 2008), de las sentencias de primera y segunda instancia, el auto de la Honorable Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia con la cual se había inhibido de conocer de la demanda de casación, de la ficha técnica, las que a la postre resultaron ser todas falsas.

En efecto, de las inspecciones judiciales practicadas tanto a la documentación (en copia) que hacia parte del proceso penal aludido y que reposaba en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Pereira a cargo del doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO, como al proceso original que obra en el Juzgado Penal de Conocimiento (Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira),  se pudo advertir que el contenido de las providencias precitadas obrantes en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no coincidían con las originales que reposaban en el Juzgado de conocimiento, pues mientras en los documentos apócrifos se consignaba como época de los  hechos el 24 de septiembre del año 1999, con vigencia del Decreto 100 de 1980, por la conducta punible de homicidio en concurso material heterogéneo con porte ilegal de armas de fuego, que la pena impuesta había sido de 25 años y 2 meses de prisión y que el condenado se encontraba privado de la libertad desde el 24 de septiembre de 2002; en las providencias originales se advertía que los hechos punibles databan del 24 de septiembre del año 2003, con vigencia de la Ley 599 de 2000, por los delitos de homicidio doble en concurso material heterogéneo con el de porte ilegal de armas de fuego, que la pena impuesta había sido de 22 años de prisión y que el condenado se encontraba privado de la libertad desde el 24 de septiembre de 2003.

Pero adicionalmente, tenemos que las providencias en sí, con base en las cuales el funcionario disciplinado resolvió la petición de libertad provisional, también tenían adulteradas las fechas de su emisión, pues la supuesta sentencia de primera instancia proferida por el  Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira databa del 14 de diciembre de 2000, cuando realmente había sido proferida en el año 2004
; la sentencia de segunda instancia supuestamente proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira tenía fecha del 7 de abril de 2001, cuando realmente era del día 7 de abril del año 2005
 y, el supuesto auto de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia aunque sí tenía la fecha real de expedición (22 de septiembre de 2005), hacía referencia a que la demanda de casación estaba presentada contra la sentencia de segunda instancia del 7 de abril del año 2001, cuando la verdadera se refería a la misma con fecha del 7 de abril del año 2005.    
Obra igualmente copia de la ficha técnica que se supone también fue tenida en cuenta por el Juez en cuestión, para resolver la petición de libertad condicional del condenado Navarro Palacio
 que según se aprecia contiene datos falsos respecto de las fechas en que se produjeron las sentencias de primer y segundo grado, el auto de la Sala Penal de Corte Suprema de Justicia y la época de los hechos; resaltándose de dicho documento apócrifo, que mientras la adulteración de las fechas de las providencias de primera y segunda instancia coinciden con las aportadas como adulteradas, no así la del mencionado auto de la Corte, pues allí se consigna que éste ultimo data del 24 de septiembre de 2003, cuando el falseado tenía la fecha real, esto es, 22 de septiembre de 2005.
Pero además, hay otra clara  inconsistencia en la supuesta “ficha técnica”, pues el número de radicación del proceso allí consignado es “2004 00028” mientras que en las providencias falsificadas aparece como “2000 0028”.  
De otra parte, se tiene probado en la misma forma –con prueba documental- que el juez aquí disciplinado también contaba con otros documentos dentro del expediente que utilizó para resolver la aludida petición de libertad, como copia de la boleta de detención librada con el No. 035, por el Juzgado que antes y para el año 2006, se encontraba a cargo del cumplimiento de la pena impuesta al condenado mencionado, esto es, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la misma ciudad, documento que no había sido adulterado y que contenía valiosa información como la fecha real de los hechos punibles (24 de septiembre de 2003), los delitos imputados (homicidio doble y porte ilegal de armas), la condena (22 años de prisión) y la fecha de ésta última (14 de diciembre de 2004)
. 
Con todo y lo anterior,  se encuentra plenamente probado no solo con los documentos que militan en el dossier, tales como las copias de los documentos apócrifos, como de los genuinos y la copia del auto mediante el cual fue redosificada la pena impuesta al condenado y otorgada la libertad condicional a éste el 16 de mayo de 2008, sino con la misma versión del disciplinado, que la decisión reprochada no fue adoptada conforme a los parámetros establecidos por el artículo 64 del Código de Procedimiento Penal vigente para la época  de los hechos (Ley 599 de 2000 modificado por el Artículo 5º de la Ley 890 de 2004) porque entonces el condenado CARLOS ENRIQUE NAVARRO PALACIO, conforme a la época real de los hechos, el tiempo que verdaderamente llevaba privado de la libertad y la gravedad de todos los delitos cometidos, no tenía derecho a la libertad que le otorgó el Juez GENARO HERNÁNDEZ CANO, lo cual acaeció sin duda por falta de cuidado en la revisión de los documentos, con los cuales se soportó la decisión reprochada, pues de haberse verificado la realidad de los hechos con toda la documentación con que se contaba y confrontándola con la época de los mismos,  especialmente la fecha desde la cual se encontraba privado de la libertad el condenado; el funcionario que tenía a cargo resolver la aludida petición de libertad, hubiese concluido que no se reunían los requisitos establecidos por la norma precitada para acceder a dicho beneficio. 

En igual sentido, queda demostrado del análisis del material probatorio referido, que el Juez disciplinado, al emitir la decisión cuestionada, concretamente, al hacer la redosificación de la pena sin tener en cuenta que se trataba de un concurso de delitos por  homicidio doble y porte ilegal de armas, desconoció el contenido del artículo 31 del Código Penal (Ley 599 de 2000), por cuanto esta norma hace referencia específicamente a la tasación de la pena a imponer cuando se está en presencia del concurso de conductas punibles y en el caso bajo examen, no se tuvo en cuenta que el homicidio había sido doble.   
De esta manera, se da respuesta al primer interrogante planteado como problema jurídico, pues sin lugar a dudas, queda objetivamente demostrada la comisión de la falta imputada en el pliego de cargos por el A quo, al doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO como Juez de Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, esto es, por el desconocimiento del deber previsto en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con la inobservancia de los artículos 31 y 64 del Código Penal (Ley 599 de 2000), que para mayor ilustración prescriben textualmente lo siguiente: 

Ley 270 de 1996.

“ARTICULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”.

 Código Penal – Ley 599 de 2000.

“ARTICULO 31. CONCURSO DE CONDUCTAS PUNIBLES. El que con una sola acción u omisión o con varias acciones u omisiones infrinja varias disposiciones de la ley penal o varias veces la misma disposición, quedará sometido a la que establezca la pena más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente dosificadas cada una de ellas”. (Resaltado fuera de texto).
“ARTICULO 64. LIBERTAD CONDICIONAL. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible. Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 890 de 2004. El nuevo texto es el siguiente:> El juez podrá conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima”.

Ahora bien, el anterior referente legal nos permite de paso, entrar a analizar la responsabilidad disciplinaria del funcionario inculpado de cara a los argumentos defensivos y exculpatorios presentados tanto por éste como por su defensor de confianza, para concluir si es del caso confirmar, modificar o absolverlo de los cargos imputados por el Seccional de Instancia. 

Entonces, dígase en primer lugar que el doctor HERNÁNDEZ CANO aceptó haber realizado las actuaciones que hoy se le reprochan y por las cuales ha sido llamado a juicio, empero, ha pretendido exculpar su actuar  en que fue asaltado en su buena fe por quienes falsificaron los documentos con los cuales debía adoptar la decisión que hoy se le reprocha.  

Entre tanto, el defensor de confianza planteó que la actuación de su prohijado se encuentra amparada en la teoría del error invencible y por tanto en el cumplimiento de un deber legal, porque contrario a lo afirmado por el A quo, las inconsistencias presentadas en los documentos apócrifos no eran evidentes y por tanto no resulta reprochable al Juez disciplinado una falta de cuidado o diligencia; arguyendo de paso, que nos encontramos frente a una conducta atípica “o si se quiere, justificada”.
Sin embargo, para esta Sala, ninguna de las explicaciones propuestas por los impugnantes a efectos de que se revoque la decisión objeto del presente pronunciamiento, es de recibo, y menos, alcanza a eximir de responsabilidad disciplinaria en el sub judice al funcionario investigado. 
En efecto, el doctor HERNÁNDEZ CANO como Juez encargado del cumplimiento de la pena impuesta al condenado Navarro Palacio, en otras palabras, como Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad conocía su deber y obligación de emitir tan importante decisión, con plena certeza no sólo de la época de los hechos, de los delitos imputados, de la condena impuesta, sino también de la fecha desde la cual se encontraba privado de la libertad el peticionario, pues no bastaba con que éste, hubiese afirmado que para entonces ya tenía el derecho al subrogado aludido, sino que era indispensable verificar con sumo cuidado, diligencia y acuciosidad,  si se cumplían los requisitos para ello. 
Ahora, si bien es cierto que la mayoría de los documentos con que contaba el Juez en cuestión para resolver la petición aludida resultaron ser  falsos y por ende los datos consignados allí mismo también;  y que de conformidad con el artículo 1º del Acuerdo 2622 del 5 de octubre de 2004 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,  a los Juzgados de Ejecución de Penas únicamente era necesario que se les remitiera la ficha técnica y copia de la sentencia del proceso para lo de su competencia; también lo es que, no por ello y teniendo documentación adicional, ésta no puede ser tenida en cuenta para efectos de analizar las variadas peticiones que en ejercicio de sus funciones les corresponde resolver. 
En efecto, el precitado Acuerdo mediante el cual fue reglamentada la remisión de procesos de los despachos judiciales de conocimiento a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, dispuso en su artículo primero lo siguiente: 
“Las salas penales de los tribunales superiores de distrito judicial, los jueces penales municipales, penales del circuito, promiscuos y especializados, para efectos de remisión de procesos a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, deberán remitir, únicamente, el formato de “Ficha Técnica para radicación de procesos”, y la copia de la sentencia del proceso respectivo”. 
Pero es que también, en su artículo tercero el precitado Acuerdo señaló que: “Cuando a juicio del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad sea indispensable analizar el expediente, éste lo podrá requerir al juez de conocimiento”.
Además, recordemos que según la declaración rendida por el doctor Carlos Mario Castrillón Cardona
, en su condición de también Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, normalmente cuando se presentan inconsistencias o duda sobre la época de los hechos y especialmente sobre la fecha desde la cual se encuentra capturado el peticionario de la libertad condicional, se procede a solicitar mediante oficio al Juzgado de Conocimiento certificación sobre la información requerida o el proceso original, para efectos de resolver, además porque la norma anteriormente mencionada lo permite. 
Sin embargo, en el sub judice está plenamente probado que aunque existían serias inconsistencias en la documentación con la que contaba el Juez investigado, éste no hizo el más mínimo esfuerzo por establecer la verdad, para ahí si decidir otorgar nada más y nada menos que la libertad a quien para entonces no tenía derecho a ella.  
Aceptar la tesis de la defensa, en cuanto a que el Juez disciplinado no tenía la obligación de revisar ningún otro documento distinto a la sentencia condenatoria y la ficha técnica, sería tanto como aceptar o imponer a los Jueces de Ejecución de Penas que cuando tengan que resolver sobre una redosificación de la pena o una libertad condicional se ciñan única y exclusivamente a tales documentos, como en el caso concreto, así se encuentren adulterados o simplemente errados, haciendo total caso omiso a cualquier otra pieza procesal de la cual se pueda llegar a advertir una inconsistencia o establecer la verdad, especialmente en cuanto a la fecha de la captura, información trascendental para afectos de resolver dicha petición.  

Es obvio que el espíritu del Acuerdo expedido por la Sala Administrativa de esta Superioridad, al establecer un mínimo de documentos para remitir los asuntos penales a los Jueces de Ejecución de Penas no era que tales funcionarios encargados de velar por el cumplimiento de las penas, pudieren resolver de manera alegre y desinteresada las tan trascendentales peticiones de libertad, sino agilizar y hacer más célere la administración de justicia, pero nunca con el objetivo de abrir una puerta a la impunidad como ocurrió en el presente caso, que por falta de cuidado no se verificaron los datos contenidos en los documentos apócrifos y por ello resultó otorgándose la libertad a quien no tenía derecho. 
Es necesario precisar que si bien es cierto el acuerdo 2622 del 05 de octubre de 2004, establece que se debe allegar a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad, la copia de la sentencia del proceso respectivo, también no es menos cierto, que con ella debe ir la constancia de ejecutoria de dicha providencia, requisito que debió evaluar y verificar el Juez investigado, antes de conceder el beneficio de libertad pedido, pues de antemano sabia que el condenado se encontraba privado de la libertad por un delito que la misma ley considera grave, máxime que su condena se extendía a un doble homicidio y por tanto, la pena era mayor en los términos del artículo 31 del código penal, por cuanto esta era concursal.

Igualmente se precisa que la norma antes citada señala que se debe allegar copia de la sentencia, no fotocopia de la misma, lo que nos hace pensar que el Juez tercero de ejecución de penas y medidas de seguridad, en este aspecto no actuó con el deber de cuidado suficiente para desplegar su actuación al unísono con la norma, en este caso, el acuerdo mencionado.

No podemos dejar de resaltar que el artículo 64 del código penal ya mencionado y modificado por la ley 890 de 2004, se refiere a la exigencia del CERTIFICADO DE CONDUCTA, esto quiere decir que le era obligatorio al Juez disciplinado, solicitar al INPEC dicho documento para que fuera evaluado al momento de la toma de una decisión tan importante como la libertad de un condenado, circunstancia esta que tampoco se aplicó ni se tuvo en cuenta para valorar la redosificacion de la pena y la concesión de la libertad del encartado al momento de suscribir la resolución respectiva.

También se debe reseñar la falta de cuidado respecto a que no se tuvo en cuenta la reparación a las victimas dentro del proceso penal, para tener el beneficio concedido, pues es requisito de procedibilidad haber reparado en los términos del artículo 64 del código penal a las víctimas para lograr dicho beneficio, lo cual igualmente desconoció abiertamente el funcionario judicial acá investigado y que de haberlo tenido en cuenta no le hubiera permitido dejar en libertad a tan peligroso delincuente. 

Y es que si se mira incluso desprevenidamente la documentación falsa que ha sido aportada a estas diligencias y con base en la cual el Juez en cuestión resolvió redosificar la pena al condenado y otorgarle la libertad condicional, se puede concluir que si había merito para haber hecho uso de la facultad que previó el Acuerdo 2622 de 2004 –antes citado-, es decir, para pedir información adicional al Juzgado de Conocimiento, respecto de la realidad fáctica y procesal del asunto penal referido previamente a resolver la petición presentada por el condenado Navarro Palacio, pues, nótese que en primer lugar, la sentencia falsa de primera instancia era de fecha 14 de diciembre del año 2000 y aun así en el cuerpo de la misma se advertía que la resolución de acusación había sido proferida en ese mismo año, pero además, no hacía alusión a la época de los hechos y menos a la de la captura, luego a partir de allí se creaba una primer duda o inconsistencia que necesariamente debía ser advertida por el disciplinado pues era absolutamente necesario conocer con certeza la época de tales hechos a efectos de resolver la petición de libertad. 
En segundo lugar, nótese como el documento que contiene el  fallo falsificado de segunda instancia, a pesar de estar fechado con 7 de abril de 2001, no coincide con el radicado pues éste era el 2004 0028, cuando la experiencia nos indica que los números de los procesos generalmente coinciden con el año en que se radican, porque llevan inserto el año de ocurrencia de los hechos en el numero del radicado. 
Pero como si lo anterior fuere poco, y se admitiera que a falta de la fecha sobre la época de los hechos y de la captura del condenado en la sentencia, el funcionario considerara suficiente acudir a la ficha técnica, obsérvese que la misma tampoco le daba la seguridad de que los datos allí consignados fueren idóneos y confiables, porque entonces el número del radicado no coincidía tampoco pues según ésta, el proceso había sido radicado en el año 2004, pero al mismo tiempo las sentencias de primera y segunda instancia eran de los años 2000 y 2001 respectivamente, entonces cualquiera se preguntaría: se profirieron las sentencias cuando el proceso como tal aún no había nacido?. Y la respuesta hubiere sido obvia: esto no es lógico!, no coincide con la realidad y es necesario verificarlo. 

Máxime, cuando en aquella oportunidad uno de los documentos con los cuales también contaba el señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, contenía datos totalmente diferentes, pues éste no había sido adulterado, este es, copia de la boleta de detención, que había emitido el señor Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (cuando tenía a cargo el proceso) el 24 de enero de 2006 a efectos de informar al director de la cárcel de esa ciudad que el condenado debía permanecer detenido, documento al cual según la defensa, el aquí disciplinado no tenía porque dar valor alguno y menos observarlo, pues a su juicio debía limitarse al contenido de la sentencia y de la ficha técnica; no obstante, si el Juez Disciplinado hubiere sido realmente cuidadoso y diligente hubiere observado que en el aludido documento constaba que Carlos Enrique Navarro Palacio fue capturado el 24 de septiembre de 2003 por hechos sucedidos en la misma fecha y siendo condenado el 14 de diciembre de 2004 por delitos de doble homicidio y porte ilegal de armas de fuego a la pena principal de 22 años de prisión y que tal decisión había sido confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira el 7 de abril de 2005.
Luego entonces, resulta apenas lógico que la teoría de la defensa del error invencible o justificado no puede prosperar en esta instancia, en la medida que de cara a la anterior realidad fáctica no era imposible o mejor, no era invencible el error en el que supuestamente cayó el Juez disciplinado, de ahí que su conducta resulta abiertamente culposa y grave por las consecuencias que acarreo, como que para el 25 de febrero de 2009, la recaptura del señor Carlos Enrique Palacio había sido infructuosa, según lo informó el nuevo titular del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
Finalmente, debe decirse que si bien la defensa ha planteado también, que el juez disciplinado fue un instrumento del engaño y que obrando conforme a derecho profirió el reprochado auto pero que por ello mismo se encuentra excusado y que no hay lugar a reproche disciplinario alguno, la Sala no puede acoger tal argumento, pues recuérdese en primer lugar que la actuación disciplinaria nació de una afirmación respecto de que el señor Juez aquí investigado había cobrado y recibido cuarenta millones de pesos ($40.000.000), para otorgar la libertad del condenado Navarro Palacio, situación que  aunque no logró ser probada durante el curso de la investigación, porque de lo contrario, la imputación hubiere sido mucho más gravosa para el funcionario en cuestión, si permitió advertir ciertos hechos inconsistentes al momento de resolverse la aludida petición de libertad por parte del señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y fue allí donde nació el reproche disciplinario, como se vio.

Tampoco podría decirse que el comportamiento del Juez HERNÁNDEZ CANO, estuviere enmarcado dentro de lo que se denomina como autonomía e independencia judicial, porque tales principios encuentran su límite cuando resulta evidente que la conclusión fáctica sobre la cual se sustenta la decisión o la actuación del funcionario judicial no corresponde a la realidad probatoria, y cuando como en el caso que nos ocupa, se trató de un desconocimiento claro de la ley, tornándose en un comportamiento arbitrario e injusto de este funcionario, por evidente falta de cuidado. 

De esta manera, surge evidente que el cargo imputado al aquí disciplinado está llamado a prosperar, porque no encontró justificación alguna; quedando así resuelto el problema jurídico planteado en esta oportunidad por esta Colegiatura. 
Finalmente, y en lo referente a la graduación de la sanción, dígase que tampoco habrá de modificarse la misma, pese a la solicitud subsidiaria y expresa de la defensa en el sentido de que de no ser absuelto su prohijado se rebaje a la mínima sanción; pues como quedó demostrado y advertido atrás, la conducta del disciplinado perjudicó y lesionó el buen nombre de la Administración de Justicia, puso en peligro a la comunidad en general y generó el incumplimiento de la medida de aseguramiento impuesta al condenado, lo cual debía conducir a imponer una sanción mucho mas ejemplarizante, pero, en aplicación del principio de la reformatio in pejus, habrá de confirmarse la sanción impuesta. 

Entonces, la sanción que merece este tipo de conductas reprochables, que a no dudarlo se enmarcan dentro de la calificación GRAVE CULPOSA conforme los razonamientos que nos llevaron al juicio de responsabilidad, es necesariamente tal como lo advirtió el A quo, la suspensión del cargo a voces del artículo 44 numeral 3º de la Ley 734 de 2002, que atendiendo a los criterios descritos en el artículo 47 ibídem e incluso a la ausencia de antecedentes disciplinarios del funcionario inculpado, debió haber sido más drástica alta y ejemplar, pero que atendiendo al principio de la reformatio in pejus, habrá de mantenerse por el término de dos (2) meses, al compartirse integralmente los argumentos que para tal efecto realizó el Juez Disciplinario de Primera Instancia. En tales condiciones, habrá de confirmarse integralmente la sentencia apelada. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones Constitucionales y Legales,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR integralmente la providencia apelada proferida el 8 de septiembre del 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, por medio de la cual resolvió sancionar con suspensión del cargo por el término de dos (2) meses al doctor GENARO HERNÁNDEZ CANO,  identificado con cédula de ciudadanía No. 4.576.687 en su entonces calidad de JUEZ 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA - RISARALDA, al hallarlo disciplinariamente responsable del incumplimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1º de la Ley 270 de 1996 en concordancia con la inobservancia de los artículos 31 y 64 del Código Penal - Ley 599 de 2000. 
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

TERCERO: .- DEVOLVER el expediente a su lugar de origen.
CUARTO: Líbrense las comunicaciones a que hace referencia el artículo 220 de la Ley 734 de 2002.  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
        JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO  
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PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
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YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial

Yrr. 
donde se constata que Carlos Enrique Navarro Palacio fue capturado el 24 de septiembre de 2003 por hechos sucedidos en la misma fecha y siendo condenado el 14 de diciembre de 2004 por delitos de doble homicidio y porte ilegal de armas de fuego a la pena principal de 22 años de prisión, decisión que fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira el 7 de abril de 2005
la defensa plantea que el juez disciplinado fue un instrumento del engaño y que obrando conforme a derecho profirió el reprochado auto pero que por ello mismo se encuentra excusado y que no hay lugar a reproche disciplinario alguno, empero para la Sala no es de recibo tal argumento pues recuérdese en primer lugar que la actuación disciplinaria nació de una afirmación respecto de que el señor juez aquí investigado había cobrado y recibido cuarenta millones de pesos ($40.000.000), para otorgar la libertad del condenado Navarro Palacio, situación que  aunque no logró ser probada durante el curso de la investigación porque de lo contrario la imputación hubiere sido mucho más gravosa para el funcionario en cuestión, si permitió advertir ciertos hechos inconsistentes al momento de resolverse la aludida petición de libertad por parte del señor Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y es allí donde nace el reproche disciplinario, esto es,
sería tanto como aceptar o imponer a los jueces de ejecuión de penas que cuando tengan que resolver sobre una redosificaci´n de la pena o una libertad condicional única y exclusivamente tengan en cuenta la ficha técnica de los procesos así esta, como en el caso concreto, se encuenta adulterada o simplemente errada, haciendo caso omiso a cualquier otra pieza procesal de la cual se pueda llegar a advertir una incosistencia, especialmente en cuanto a la fecha de la captura información trascendental para afectos de resolver dicha petición.  
Sin embargo, dígase desde ya que, el análisis del material probatorio referido también nos permite concluir que no sería objeto de reproche para el aquí disciplinado, la inaplicación o inobservancia que le endilgó la Primera Instancia respecto del contenido del artículo 31 del Código Penal (Ley 599 de 2000), por cuanto esta norma hace referencia específicamente a la graduación de la pena a imponer al momento de proferirse la sentencia, lo cual es propio del Juez de Conocimiento más no del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad porque hace referencia a que cuando haya concurso el condenado deberá quedar sometido a la pena más grave y aumentada hasta en otro tanto.
Luego entonces, por el supuesto incumplimiento del deber previsto en el artículo 153 numeral 1 de la Ley 270 de 1996 por desconocer el contenido del artículo 31 de la Ley 599 del 2000, imputada por el Juez Disciplinario e Primera Instancia, esta Sala absolverá al funcionario inculpado, relevándose así esta Colegiatura de hacer análisis de responsabilidad al respecto, por cuanto es claro que no se ha configurado el tipo disciplinario como tal. 
� Sala dual con Ponencia del Dr. Gustavo Adolfo Ledesma Henao.


� Folio 212.


� Véase auto de cargos a folio 349 a 368.    


� Folios 125 y ss.


� Folios 543 a 561.


� Folio 227.


� Folios 229 y ss.


� Donde antes se encontraba el proceso, antes de ser reasignado al Juzgado 3º de la misma especialidad -folio 206-.


� Folio 494.


� Información allegada por la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico -folio 514-. 


� De fecha 30 de septiembre de 2009.


� Folio 537 y ss.


� De 68 paginas.


� Según certificación de tiempo de servicios visible a folios 255 del c.o.


� Según prueba documental que obra a folio 91. 


� Este tiempo hace referencia al que le falta al condenado para cumplir la pena, se denomina de “prueba”.


� Declaraciones de JUAN CARLOS GONZÁLEZ y JUAN MANUEL GONZÁLEZ, visibles a folios 229 y ss del c.o. 


� Ver escrito de descargos que obra a folios 176 y ss del c.o.


� 14 de diciembre, para comparar ver folios 33 y 133.


� Comparar folios 45 y 148.


� A folio 65 del c.o.


� Visible a folio 60.


� Quien fue llamado a declarar para verificar como era el trámite normal de una petición de libertad como la que dio origen a la presente investigación disciplinaria –visible a folio 338-. 
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